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AL Medidas para un plan de acción 

dirigido a prevenir y erradicar 
LA VIOLENCIA VICARIA 
Y LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
INSTITUCIONAL
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Esta Hoja de Ruta es fruto del consenso y de la participación de 
profesionales y representantes de instituciones de los distintos 
ámbitos implicados, de las asociaciones de apoyo a las víctimas  

y de las propias víctimas.

Promueven: Asociación Feminista de Profesionales
 Mujeres Libres Mujeres en Paz

y Asociación Internacional para la Erradicación 
de la Violencia de Género Institucional, VIGIAM 

Coordina: Francisca Granados Gámez 

Es éste es un documento vivo, abierto a todas aquellas aportaciones 
que redunde en una mejor y más diligente respuesta a las víctimas 

de estas graves manifestaciones de violencia machista.

Depósito legal: BA-000019-2024
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En abril de 2019, dieciocho Administraciones Locales 
granadinas, junto con un grupo de profesionales y activistas, 
organizamos, en la ciudad de Granada, el I Encuentro 
Internacional sobre Protección de los Hijos e Hijas Víctimas 
de Violencia de Género: Una justicia adaptada a la infancia. 
La consideración de la voz de las niñas y los niños en los procesos por 
violencia de género.

En la base de esta acción, financiada con cargo a los Fondos 
del Pacto de Estado, latía un alto compromiso en la lucha por 
erradicar la violencia de género; pero no sólo eso. En el núcleo 
del Encuentro se hallaba la experiencia cercana de uno de los 
casos más comentados de los últimos años (que, más que un 
caso, se ha convertido en una causa). Nos referimos a la lucha 
de Juana Rivas y sus hijos por vivir una vida libre de violencia de 
género, con repercusiones, no sólo en el ámbito interno, sino 
también internacional.

En marzo de 2020, todo estaba preparado para el II Encuentro. 
Tristemente, llegó la pandemia del sarc- covid 19 y aquel 
ingente esfuerzo quedó aplazado. 

Por su parte, en Extremadura, en febrero del 2021, la asociación 
Mujeres Libres Mujeres en Paz impulsaba la Campaña "Mamá 
Está Castigada", en favor de Sara B.B., una mujer víctima de 
violencia de género institucional y violencia vicaria a la que, en 
abril del 2019, le habían “arrancado” a sus hijas de 2 y 3 años, y 
que fue condenada a 4 años de prisión y a una indemnización 
de 15.000€ a su expareja por delito de “secuestro”, en formato 
“retención”, en un procedimiento judicial basado en el falso SAP.

En Junio de 2021, activistas de la Plataforma de Apoyo a Juana 
Rivas y de la Campaña “Mama está Castigada”, junto con 
profesionales especialistas, nos reunimos para conocernos y 
compartir experiencias, conscientes de la enorme dimensión 
del problema y de la necesidad de unir saberes y conocimientos, 
con la finalidad de poder enfrentar la violencia que llegaba 
de las propias instituciones, la cual fortalecía y reforzaba las 
violencias machistas que sufrían los niños y niñas y sus madres.

La Hoja de Ruta Estatal VVVI nace en el marco de los 
Encuentros Estatales sobre Violencia Vicaria y Violencia de 
Género Institucional y se gesta en torno a dos grandes causas: 
la campaña “Mama está castigada” y el “caso Juana Rivas”.

PRESENTACIÓN | ORIGEN DE LA HOJA DE RUTA ESTATAL VVVI 
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En ese “encuentro” pudimos ver la desesperación de aquellas 
mujeres víctimas que trasladaban sin “descanso” sus casos 
y su sufrimiento y el de sus hijas e hijos; y, ante tal realidad, 
dimensionamos lo que ya intuíamos: estas violencias machistas 
hunden sus raíces invisibles en el espejismo de los Sistemas de 
Protección, y, el Patriarcado lo desdibuja haciéndonos creer que 
las víctimas, por el simple hecho de serlo, se verán “arropadas” y 
acompañadas tras la denuncia.

Ante lo inabarcable de tantos y tantos casos, entendimos 
que se requería un abordaje urgente que, ineludiblemente, 
implicaba conocer las experiencias de las numerosas víctimas 
de estas violencias, las cuales, durante años, habían hecho 
lo imposible en solitario, llegando muchas de ellas a ser 
perseguidas y criminalizadas, en ese camino insoportable y 
desesperado para poder PROTEGER a sus hijas e hijos.

El impacto de lo vivido en aquella reunión del 2 de diciembre 
de 2021 nos llevó, a dos de las profesionales asistentes  
(Ana María Lupión y Francisca Granados, partícipes de las 
acciones en Granada y Extremadura arriba comentadas), a 
corroborar una convicción: era urgente reunir conocimientos 
sobre estas violencias e impulsar alianzas estratégicas, a gran 
escala, dirigidas a erradicarlas.. 

Y, para ello, había que crear espacios propios y abiertos, en los 
que propiciar el encuentro entre actoras y actores diversos. 
Esto es: entre profesionales, representantes institucionales, 
organizaciones de apoyo a víctimas y las propias víctimas. 

Así nace el germen de los Encuentros Estatales sobre 
Violencia Vicaria y Violencia de Género Institucional 
(Encuentros VVVI), celebrándose el primero en la ciudad de 
Mérida, (Extremadura, mayo 2022), al que le siguió el de 
Maracena (Granada, marzo 2023) y Barcelona (marzo de 2024)
y estando ya previsto el cuarto, en Madrid, para los días 23 y 24 
de mayo de 2025.

Y llegamos a diciembre de 2021. Fue en este mes, 
concretamente el día 2, cuando la Delegación del Gobierno 
Contra la Violencia de Género convoca una reunión en el 
Ministerio de Igualdad, en la que participamos diversas 
organizaciones, profesionales de los distintos ámbitos implicados, 
 activistas y madres víctimas. El objetivo, darnos voz…
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Desde su origen, los Encuentros Estatales sobre 
Violencia Vicaria y Violencia de Género Institucional 
(Encuentros VVVI), persiguen dar a conocer los impactos 
irreversibles de estas violencias, desvelar el patrón 
de funcionamiento que las generan y dar voz a las 
víctimas (las madres y sus hijas e hijos). Y todo ello, 
con un marcado carácter propositivo, en la búsqueda 
de soluciones reales y acordes, tanto con el DEBER 
DE DILIGENCIA al que están sometidas todas las 
instituciones, como con un enfoque integral de derechos 
humanos y una perspectiva de género y de infancia.

Es desde esta imperiosa necesidad de búsqueda de 
soluciones, desde la que, ya en el primer Encuentro de 
Mérida, promovido por Mujeres Libres Mujeres en Paz, nos 
ponemos a trabajar en una HOJA DE RUTA ESTATAL, 
sustentada en dos grandes premisas: 

Tenía que ser fruto del consenso y de la participación 
de profesionales y representantes de instituciones de 
los distintos ámbitos implicados, de las asociaciones de 
apoyo a las víctimas  y de las propias víctimas.

Y contener medidas totalmente viables, dirigidas a 
la erradicación de la violencia vicaria y la violencia 
de género institucional, y susceptibles de conformar 
el contenido de un Plan Estratégico Estatal, para su 
eficaz, rápida y coherente implementación.

PRESENTACIÓN | NACIMIENTO DE LA HOJA DE RUTA ESTATAL VVVI
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En efecto, los datos y experiencias de 
profesionales, de personal de instituciones 
públicas y de asociaciones de acompañamiento 
a víctimas, avalan que nuestro sistema no está 
funcionando adecuadamente en innumerables 
casos de mujeres, niños y niñas víctimas de 
violencia de género, maltrato y violencia sexual 
incestuosa, generando un nivel de sufrimiento 
e indefensión totalmente intolerable en un 
auténtico Estado de Derecho y en cualquier 
democracia avanzada.

Ante esta cruda realidad, plantear que el marco 
normativo vigente puede y debe ser mejorado, 
es algo lógico, pero no es menos cierto que 
España es uno de los países con la legislación 
más avanzada del mundo en estas materias.

¿Qué hacer entonces?

Si bien es indudable que necesitamos seguir ahondando en el conocimiento de estas 
gravísimas manifestaciones de violencia de género, no lo es menos que ya contamos con 
datos suficientes para legitimar nuestra exigencia, de cambios reales y urgentes, en el 
funcionamiento de los “sistema de protección a las víctimas”.

PRESENTACIÓN | FUNDAMENTOS DE LA HOJA DE RUTA ESTATAL VVVI
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Como primer paso, es imprescindible identificar 
adecuadamente los problemas existentes para poder 
poner los remedios adecuados.

La cuestión de fondo ya se anunciaba en el informe 
de Amnistía Internacional (2004): “El principal desafío 
de la Ley integral, es su aplicabilidad”.

De igual manera, el Comité de Naciones Unidas que vigila 
el cumplimiento de la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer 
expresaba, como una de las principales preocupaciones, 
“la persistencia en la sociedad española de un conjunto 
de roles y estereotipos discriminatorios”.

A día de hoy son múltiples los estudios que siguen 
corroborando ese diagnóstico, encontrándonos en los 
últimos años, concretamente desde diciembre de 2021,
con informes de la Relatora especial de Naciones Unidas 
sobre violencia contra la mujer (a la que se suman otras 
Relatorías), en los que se destaca uno de los problemas 
más relevantes: la existencia de un “patrón estructural” 
en la Justicia española que desprotege a los niños y 
discrimina a las mujeres. 

Textualmente se afirma que “…Guiados por teorías 
pseudocientíficas y regresivas, como la alienación parental, 
los tribunales de España y otros países no están garantizando 
el derecho de los menores a estar libres de violencia ni el derecho 
de las mujeres a la no discriminación”.
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“Las Partes se abstendrán de cometer cualquier acto de violencia 
contra las mujeres y se asegurarán de que las autoridades, 
los funcionarios, los agentes y las instituciones estatales, 
así como los demás actores que actúan en nombre del Estado 
se comporten de acuerdo con esta obligación” (art. 5.1).

“Las Partes adoptarán las medidas legislativas o de otro tipo 
necesarias, de conformidad con los principios fundamentales 
de los derechos humanos y teniendo en cuenta la perspectiva 
de género en este tipo de violencia, para garantizar una 
investigación y unos procedimientos efectivos por los delitos 
previstos en el presente Convenio” (art.49.2).

Consideramos que, esa quiebra en el  
funcionamiento de nuestro Estado de 
Derecho, que  supone un sufrimiento 
incalculable en mujeres, niños, niñas  
y adolescentes, a la vez que una 
gravísima vulneración de sus derechos 
fundamentales, obedece, en gran 
medida, a la inaplicación de los
mandatos normativos vigentes en la 
materia (nacionales e internacionales), 
como es el caso de los recogidos en 
los artículos 5.1 y 49.2 del Convenio 
del Consejo de Europa sobre Prevención 
y lucha contra la Violencia contra 
las Mujeres y la Violencia Doméstica 
(Convenio de Estambul), los cuales 
establecen que:
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No sería correcto, ni justo, 
hacer afirmaciones generales, 
pero tristemente los casos y las 
investigaciones avalan que muchos 
de los operadores del sistema 
judicial, de los servicios sociales, 
equipos psicosociales y otros/as 
profesionales, siguen funcionando 
con marcos referenciales e 
interpretativos plagados de prejuicios 
sexistas. Hasta que esto no se supere, 
es imposible que puedan realizar 
de forma adecuada la labor que les 
viene legalmente encomendada 
y, en consecuencia, que se pueda 
cumplir con el DEBER de DILIGENCIA 
al que están sometidas todas las 
instituciones y servicios implicados 
en la prevención, protección y 
reparación a las víctimas.

Y es que las normas exigen aplicar 
la perspectiva de género e infancia, 
sencillamente porque es la 
metodología imprescindible para 
garantizar la igualdad efectiva entre 
mujeres y hombres y la aplicación 
efectiva del tan nombrado “interés 
superior del menor”.

Pero junto a los prejuicios sexistas 
y estereotipos de género (más o 
menos conscientes, que podrían 
subsanarse con una formación 
continua especializada), no podemos 
ignorar que, desde hace tiempo, 
asistimos a una REACCIÓN contra 
los avances en la construcción de 
una sociedad no discriminatoria 
para las mujeres. Y no se trata de una 
reacción intranscendente. Hablamos 
de una reacción contra el MANDATO 
DE IGUALDAD REAL, mandato que 
constituye uno de los pilares básicos 
del Estado Social y Democrático 
de Derecho que consagra nuestra 
Constitución.

De ahí la imperiosa necesidad de 
poner en marcha actuaciones 
concretas en todos los frentes 
afectados, considerando que uno 
de los de mayor urgencia, por la 
gravedad de la vulneración de 
derechos que conlleva y los efectos 
terribles que provoca, es el que refiere 
a la Violencia Vicaria y la Violencia 
de Género Institucional, las cuales, 
sumadas a la violencia originaria 
ejercida por el maltratador, culminan 
la devastación y destrucción total del 
proyecto de vida de las mujeres y sus 
hijos e hijas.
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Es por ello por lo que, en el marco de los 
Encuentros Estatales VVVI, presentamos esta 
Propuesta de medidas para un Plan de Acción 
a nivel Estatal, cuyo objetivo es prevenir y erradicar 
dichas manifestaciones de Violencia de Género:

Violencia Vicaria: 
entendida como “aquella violencia 
que se ejerce sobre los hijos para 
herir a la mujer. Es una modalidad 
de violencia de género que toma a 
las hijas e hijos (u otras personas 
significativas para ella) como objeto 
para continuar el maltrato y la 
violencia sobre la mujer. 

El objetivo final es dañar a la mujer, 
golpearla donde más duele”. 
(Sonia Vaccaro)

Violencia de Género Institucional:
entendiendo por esta los actos 
u omisiones de las autoridades, del 
personal o de cualquier agente al 
servicio de organismos o instituciones 
públicas (o de entidades que colaboren 
con las mismas), que discriminen o 
dilaten, obstaculicen o impidan el 
goce y ejercicio de los derechos 
humanos de las mujeres y de las niñas, 
niños y adolescentes que de ella 
dependan, así como su acceso al 
disfrute de políticas públicas destinadas 
a prevenir, atender, investigar, 
sancionar y erradicar los diferentes 
tipos de violencia de género.

Las manifestaciones de violencia 
institucional pueden darse en los 
diferentes ámbitos y niveles en los 
que actúa el Estado con relación a la 
prevención, atención y reparación 
del daño a las víctimas.
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CONTENIDO | HOJA DE RUTA ESTATAL VVVI

Atendiendo a la urgente necesidad de actuación, y en base a la experiencia 
acumulada de un gran número de profesionales especialistas, de responsables 
de instituciones públicas, de asociaciones, de madres y sus hijas e hijos víctimas 
(cuyas aportaciones son contenido esencial de los Encuentros Estatales 
habidos hasta la fecha), formulamos un paquete de medidas estructuradas 
entorno a 4 grandes ejes de intervención, claramente interconectados:

1. Conocimiento de la Realidad.

2. Formación-Sensibilización.

3. Mejora normativa y protocolización de la intervención.

4. Recursos y Servicios para la prevención, protección 
      y reparación a las víctimas.

“No es suficiente luchar por objetivos justos, hay que hacerlo además 
 con métodos correctos… Las recetas mágicas no existen.  

La teoría, la práctica, los métodos, las técnicas deben ser reelaboradas 
 por los que siguen manteniendo la utopía de una sociedad 

más justa y diferente” 

M. Marchioni
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		  1. CONOCIMIENTO DE LA REALIDAD

	

 

	1.1	 Diseño y puesta en marcha de un Plan Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
Vicaria. Dicho Plan habrá de contener muchas de las medidas que se expresan a conti-
nuación, las cuales, dada su importancia, exponemos de forma individualizada 

	1.2	 Crear una Comisión Independiente, aprobada por el Estado e integrada por personas 
expertas en Violencia de Género (en sus distintas manifestaciones, incluido el preten-
dido SAP o figuras similares), violencia sexual y cualquier otro tipo de violencia intrafa-
miliar a menores, y demás materias conexas e interrelacionadas.

	1.3	 Incluir dentro de las funciones del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 
de forma expresa, la de recabar información sobre el uso del SAP (o figuras similares) 
por parte de cualquier profesional, en los distintos ámbitos y niveles de intervención de  
todas las administraciones públicas implicadas (servicios sociales, equipos psicosocia-
les, juzgados de instrucción, penales y civiles, servicios sanitarios, centros educativos), 
o entidades que colaboren con las mismas.

“A los fines de la aplicación del presente Convenio, las Partes se 
comprometen a: 

a. Recoger los datos estadísticos detallados pertinentes, a intervalos 
regulares, sobre los asuntos relativos a todas las formas de violencia 
incluidas en el ámbito de aplicación del presente Convenio;

b. Apoyar la investigación en los ámbitos relativos a todas las formas 
de violencia incluidas en el ámbito de aplicación del presente 
Convenio, con el fin de estudiar sus causas profundas y sus efectos, 
su frecuencia y los índices de condena, así como la eficacia de las 
medidas tomadas para aplicar el presente Convenio”.

Art. 11.1  Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
la mujer y la violencia doméstica. (Estambul, 2011) 

MEDIDAS
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	1.4	 Incluir, en las estadísticas de los Juzgados, todas las cuestiones relativas a investigacio-
nes de violencia sexual intrafamiliar, o cualquier otra forma de maltrato y custodia de 
niños y niñas (denuncias, medidas adoptadas y la forma de conclusión del proceso).

		  Esos datos habrán de ser remitidos al Observatorio de Violencia sobre la Mujer,  
para su análisis, divulgación y propuesta de adopción de medidas.

	1.5	 Crear un Registro unificado sobre casos de violencia sexual intrafamiliar contra niños, 
niñas y adolescentes.

	1.6	 Dotar fondos públicos para la elaboración y publicación de estudios sobre las materias 
arriba enunciadas, realizando convenios de colaboración entre universidades y poten-
ciando líneas de investigación en torno a estas problemáticas.
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		  2. FORMACIÓN - SENSIBILIZACIÓN

		

	2.1	 Diseño y puesta en marcha de un Plan Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
Vicaria. Dicho Plan habrá de contener muchas de las medidas que se expresan a conti-
nuación, las cuales, dada su importancia, exponemos de forma individualizada.

	2.2	 Implantación efectiva, en todo el territorio del Estado, de los estándares mínimos en 
materia de formación y sensibilización, previstos en el Catálogo de referencia de polí-
ticas y servicios en materia de violencia contra las mujeres, conforme a los estándares 
internacionales de derechos humanos (BOE 20/03/2023)

	2.3	 En base a ello, diseñar y ejecutar, en coordinación con las CC.AA, un Plan de Formación 
(inicial y continua) en violencia de género, violencia sexual y cualquier otra forma de 
maltrato infantil, para profesionales que ya estén trabajando o vayan a trabajar en ins-
tituciones o servicios vinculados (directa o indirectamente) con estas problemáticas 
(juzgados, abogacía, institutos de medicina legal, servicios sociales, centros sanita-
rios, equipos psicosociales, cuerpos de seguridad y centros educativos).

		  Dicha formación será obligatoria y se llevará a cabo a través de programas específicos, de 
carácter público y por personal experto en la materia. A su vez incluirá un plan de aplica-
ción práctica y un sistema de evaluación presencial o telemática, con todas las garantías.

		  La obtención del certificado que acredite dicha formación ha de ser imprescindible para 
optar al ejercicio de la actividad profesional correspondiente. (Ej. El Máster de Forma-
ción para el profesorado de secundaria)

“Las Partes impartirán o reforzarán la formación adecuada 
de los profesionales pertinentes que traten con víctimas o autores 
de todos los actos de violencia incluidos en el ámbito de aplicación 

del presente Convenio, en materia de prevención y detección 
de dicha violencia, igualdad entre mujeres y hombres, necesidades 

y derechos de las víctimas, así como sobre la manera de prevenir 
la victimización secundaria”.

Art. 15.1 Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
la mujer y la violencia doméstica (Estambul, 2011).

MEDIDAS
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	2.4	 Dentro de los Colegios de Abogados y Abogadas, elevar el nivel de exigencia para la per-
tenencia al turno de oficio especializado en violencia de género, estableciendo como 
requisito, imprescindible, la obtención del certificado arriba señalado.

	2.5	 Modificación de contenidos curriculares: Inclusión obligatoria de asignaturas especí-
ficas sobre violencia de género y violencia contra las niñas, niños y adolescentes en 
todas aquellas carreras universitarias y estudios de formación profesional, cuyo que-
hacer técnico incida en estas realidades.

	2.6	 Aplicar un “enfoque dual” en Educación en materia de Igualdad entre mujeres y hom-
bres: junto a la obligatoria transversalidad de la igualdad como contenido curricular, es 
necesaria la existencia de “módulos específicos”, con contenidos mínimos adaptados a 
todos los niveles educativos: corresponsabilidad, violencia de género, …
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		  3. MEJORA NORMATIVA 
			          Y PROTOCOLIZACIÓN DE LA ACTUACIÓN

	3.1	 Diseño y puesta en marcha de un Plan Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
Vicaria. Dicho Plan habrá de contener muchas de las medidas que se expresan a conti-
nuación, las cuales, dada su importancia, exponemos de forma individualizada.

	3.2	 Desarrollo normativo de las consecuencias jurídicas, tanto sustantivas como procesa-
les, del reconocimiento de las hijas e hijos como víctimas de la Violencia de Género que 
sufren sus madres o cuidadoras.  

		  Reconocer que los hijos e hijas son también víctimas propias de la violencia de género 
ejercida por el padre contra su madre conlleva, inevitablemente, consecuencias jurídi-
cas. Dichas consecuencias han de ser previstas y desarrolladas de forma coherente en 
nuestro sistema normativo e institucional de protección; y ello tanto desde las exigen-
cias de la pura técnica jurídica, como desde la obligación de garantizar el cumplimiento 
de los derechos humanos de estas víctimas, terriblemente invisibilizadas. 

		  Si bien no cabe entender conceptualmente la existencia de víctima sin delito, triste-
mente, en el caso  de las hijas e hijos víctimas de violencia de género, salvo que las 
lesiones ocasionadas sean extremas o muy evidentes físicamente, la realidad delictiva 
se neutraliza, al punto de establecerse como regla general en la práctica, que la víctima 
tengan que mantener comunicación y convivencia con su agresor (esta realidad se re-
coge expresamente en los Informes Anuales sobre violencia de género del Observatorio 
Estatal contra la Violencia Doméstica y de Género-Consejo General del Poder Judicial).

“Las Partes se comprometen a incluir un enfoque de género 
en la aplicación y la evaluación del impacto de las disposiciones 
del presente Convenio y a promover y aplicar de manera efectiva 

políticas de igualdad entre mujeres y hombres 
y el empoderamiento de las mujeres”.

Art. 6  Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
la mujer y la violencia doméstica (Estambul, 2011).

MEDIDAS
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		  Hay pues una imperiosa necesidad de dotar de coherencia el funcionamiento de nues-
tro sistema en lo que concierne a la consideración como víctimas de violencia de gé-
nero de las hijas e hijos cuya madre lo es; de lo contrario no haremos sino ahondar en 
lo que llamamos “el espejismo de los sistema de protección y vulnerar gravemente los 
derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes”.

	3.3	 En la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, descri-
bir qué es la perspectiva de género, en cuanto que metodología de análisis y herramien-
ta de trabajo, obligatoria e imprescindible, para implementar el principio de igualdad 
(real) entre hombres y mujeres. En coherencia con ello y a los efectos de su concreción 
práctica, se habrán de desarrollar protocolos específicos para los distintos ámbitos de 
intervención. Por lo que refiere al ámbito judicial, establecer el Protocolo para Juzgar 
con Perspectiva de Género. 

	3.4	 En la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 
Violencia de Género, incluir y definir la violencia vicaria y la violencia de género  
institucional como modalidades de dicha violencia, estableciéndose de forma  
expresa que, la utilización de enfermedades científicamente no validadas, como el 
pretendido Síndrome de Alienación Parental (SAP o similares), bajo cuya invocación 
se imponga a las niños, niñas y adolescentes medidas coercitivas contrarias a su  
voluntad, es una manifestación específica de violencia de género institucional. Siendo 
esto así, el uso de dicha figura (SAP o similares) por parte de cualquier agente público 
o profesional interviniente (miembros de equipos psicosociales, juzgados, servicios 

		  sociales, servicios sanitarios,…) tendrá consecuencias en el ámbito administrativo 
(previéndose sanciones concretas) y, en su caso, penal.

		  A tales efectos se definirá el SAP y sus múltiples acepciones: madre instrumentalizado-
ra, preocupación mórbida de la madre, madre manipuladora, madre loca, menor ma-
nipulado, menor con falsa memoria, denuncia falsa, la madre utiliza la Justicia para 
atacar al padre….

		  Junto a lo anterior, reformar el art. 11.3 de la Ley Orgánica 8/2021, de Protección integral 
a la infancia y la adolescencia frente a la Violencia (LOPIVI), estableciendo la prohibi-
ción expresa y directa del uso del SAP (y figuras similares) en todos y cada uno de los 
ámbitos institucionales y profesionales implicados. 

		  Es fundamental que se recuerde y se tenga siempre presente, que una niña o un niño, 
NO son marionetas a quienes se puede hacer creer cosas que no han ocurrido. Los con-
ceptos de implantación de falsa memoria, instrumentalización, interferencias y “lava- 
do de cerebro”, son premisas falsas al servicio de silenciar su voz. Son constructos que 
la Psicología evolutiva ya había rebatido a mediados del siglo pasado pero que, en la 
actualidad, se vuelven a utilizar con el fin último de quitar voz a los niños, niñas y ado-
lescentes, testigos únicos del maltrato y la violencia sexual intrafamiliar.
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	3.5	 Establecer la prohibición expresa de los ARRANCAMIENTOS, que es la mayor manifes-
tación de violencia institucional en el marco de la terapia de la amenaza	 del falso SAP.

	3.6	 Definir y desarrollar legalmente, de forma precisa y sin ambigüedad, el concepto de 
“Interés superior del menor”, delimitando su alcance en las tres dimensiones en las que, 
a tenor de las Recomendaciones del Comité de Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño (2013), el mismo se proyecta:

		 a. derecho sustantivo,
		 b. principio interpretativo y
	 	c. norma de procedimiento.

	3.7	 En conexión con lo anterior, y en aras a implementar de forma efectiva en nuestro país 
las Directrices aprobadas por el Consejo de Europa sobre una Justicia adaptada a la 
Infancia (2010), elaborar una norma marco que establezca los criterios de observado 
cumplimiento en todos los ámbitos y delimite los requisitos básicos (e inexcusables) 
que, para cumplir con la diligencia debida, han de darse en toda actuación de las ins-
tituciones implicadas y de su personal, garantizando así el interés superior del menor 
y, por tanto, la ausencia de intervenciones revictimizadoras que sustentan la violencia 
de género institucional.

		  Dicha norma habrá de concretarse a través de un Protocolo (o Código de Conducta) 
para cada sector implicado (judicial, sanitario, policial, servicios sociales, educativo).

 
		  Habrá de conectarse, en caso de incumplimiento, con el conjunto de medidas discipli-

narias correspondientes. 

		  En concreto, es urgente la creación de un Protocolo sobre Diligencia Debida e Interés 
Superior del Menor en el ámbito de intervención de la práctica jurídica y de los equipos 
psicosociales y otros ámbitos profesionales implicados en los sistemas de protección 
(Puntos de Encuentro Familiar- Programas de Familia), que haga efectiva la aplicación 
del marco de Derechos Humanos de la Infancia suscrito por nuestro País y de la legisla-
ción española en materia de Derechos de la Infancia y la Adolescencia.

		  De manera específica, dichos protocolos habrán de incluir un catálogo de indicadores 
para la detección de las violencias (agresiones sexuales u otro tipo de maltrato) contra 
las niñas, niños y adolescentes en el ámbito familiar, del que participen todos/as los/
as operadores/as jurídicos/as y el resto de profesionales implicados/as en su detección 
(personal sanitario especialmente pediatría, medicina, enfermería trabajo social, co-
munidad educativa, especialmente profesorado de Infantil y Primaria, servicios socia-
les, especialmente los servicios específicos de Familia e Infancia y Adolescencia).  
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	3.8	 Prohibición expresa, en todos los procesos por violencia de género, del “acuerdo”, entre 
víctima y agresor en materia de relaciones paterno-filiales, dado el desequilibrio exis-
tente entre ambas partes y la forma e instrumentalización que de dicho “acuerdo” se 
hace en los contextos judiciales, para legitimar que, el interés superior del menor, es 
que la niña o niño siga en contacto con su padre maltratador. 

	3.9	 Ante separaciones conflictivas de pareja en el ámbito de los Juzgados de Familia, se 
habrá de desarrollar siempre una valoración exhaustiva que permita identificar los po-
sibles casos de violencia de género, al objeto de prevenir consecuencias peligrosas para 
madres y sus hijos e hijas (¡Por el interés superior de las niñas, niños y adolescentes!)

	3.10	 En materia de custodia, la voluntad de los niños y niñas será escuchada y atendida con 
carácter preferente y personalmente por el juez o jueza y fiscalía, pudiendo ser auxi-
liados por profesionales cuando las circunstancias así lo aconsejen, las cuales deberán 
motivarse expresamente, no pudiendo estar en ningún caso relacionadas con el SAP  
(o figuras similares), de conformidad con el art. 11 LO 8/2021, de 4 de junio, de protección 
integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia.

	3.11	 Establecer, en los procesos de familia, la prohibición de la custodia compartida sin 
acuerdo entre progenitores, dado el impacto negativo en la salud física, psíquica y 
emocional  de los niños niñas y adolescentes que, los estudios científicos en nuestro 
país y en los países de nuestro entorno, están evidenciado.

	3.12	 En cumplimiento de las previsiones contenidas en el art. 2.5b) de la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, cuando el niño o la niña sea  
víctima de violencia de género y/o de violencia sexual, toda resolución judicial y  
toda medida relevante en el interés superior de la persona menor de edad, deberá con-
tar con el informe colegiado de un grupo técnico y multidisciplinar especializado en 
violencia de género y/o violencia sexual infantil.

3.13	 En los casos ya juzgados en los que se haya aplicado SAP (o figura similar), y como 
consecuencia de ello se haya cambiado la custodia de niños y niñas, se establece-
rá un procedimiento ágil para una revisión inmediata de la custodia, mediante un  
proceso urgente de modificación de medidas.
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3.14	 Salvo que la evidencia probatoria empírica determine alguna duda o sospecha  
consistente y relevante (y no solo bajo la apreciación subjetiva de quien entrevis-
ta), no se permitirá la evaluación de credibilidad en menores de edad partícipes de  
causas civiles o penales, en especial en delitos contra su sexualidad y de maltrato.

3.15	 En toda causa donde existan niñas, niños y adolescentes como parte implicada, 
por encima de cualquier otro principio rector, ha de prevalecer el “in dubio pro-filis”. 
Un/a menor es la parte más vulnerable de todo proceso judicial y merece que las 
leyes y quienes las aplican, compensen su vulnerabilidad a través de un apoyo  
diferencial respecto a los/as adultos (sobre todo a los efectos de establecer medidas 
cautelares de protección).

3.16	 En los supuestos en los que existan indicios suficientes de posibles violencias sexuales 
u otros malos tratos a niñas, niños o adolescentes, operará la “traslación (que no inver-
sión) de la carga de la prueba”, debiendo de ser la parte investigada quien aporte las 
pruebas que invaliden dichos indicios y acrediten la no existencia de tales violencias.

		  “Creer en lo que dice el menor es ante todo un principio de precaución” (Comisión Inde-
pendiente sobre Incesto y Abuso Sexual Infantil, Francia, marzo de 2021).

		  En tales casos, se suspenderá el proceso penal por incumplimiento del régimen de vi-
sitas contra uno de los progenitores cuando se está investigando al otro por violencia 
sexual intrafamiliar o cualquier otra manifestación de maltrato infantil.

3.17	 Establecer legalmente la retirada permanente de la patria potestad, en el supuesto de 
condena de un progenitor por violencia sexual incestuosa contra su hijo/hija u otra ma-
nifestación de maltrato habitual.

3.18	 En los casos en los que haya habido un proceso abierto por violencias sexuales  
contra una niña, niño o adolescente u otro tipo de malos tratos (conforme art. 1.3 
LO 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la adolescencia fren-
te a la violencia), y dicho proceso termine sin condena, ante la negativa del niño, 
niña y adolescente a tener contacto con el/la progenitor denunciado, se respetará  
siempre su decisión. No se realizarán cambios de custodia contra la voluntad del 
niño o niña que haya denunciado a su progenitor/a por ejercer violencia contra  
ella/el, en cualquiera de sus manifestaciones.

		  Se deberá de solicitar ayuda de profesionales especialistas para analizar la situa-
ción y se evaluará al progenitor/a rechazado, al objeto de comprobar si el motivo del  
rechazo reside (o no) en comportamientos o acciones de éste.



H
O

JA
 D

E 
RU

TA
 E

ST
AT

AL
_M

ED
ID

AS
 P

AR
A 

U
N

 P
LA

N
 D

E 
AC

CI
Ó

N
 D

IR
IG

ID
O

 A
 P

RE
VE

N
IR

 Y
 E

RR
AD

IC
AR

 L
A 

VI
O

LE
N

CI
A 

VI
CA

RI
A 

Y 
LA

 V
IO

LE
N

CI
A 

D
E 

G
ÉN

ER
O

 IN
ST

IT
U

CI
O

N
AL

22

3.19	 En desarrollo de las distintas leyes sustantivas y procesales que encomiendan a la Fis-
calía la defensa de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, establecer, de for-
ma expresa, la obligada intervención de dicha Fiscalía para garantizar el cumplimiento 
efectivo de la normativa vigente, como es el caso del mandato previsto en el art. 94 CC:

	 “No procederá el establecimiento de un régimen de visita o estancia, y si existiera se sus-
penderá, respecto del progenitor que esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar  
contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e indem-
nidad sexual del otro cónyuge o sus hijos. Tampoco procederá cuando la autoridad judi-
cial advierta, de las alegaciones de las partes y las pruebas practicadas, la existencia de  
indicios fundados de violencia doméstica o de género. No obstante, la autoridad judicial  
podráestablecer un régimen de visita, comunicación o estancia en resolución motivada en el 
interés superior del menor o en la voluntad, deseos y preferencias del mayor con discapacidad 
necesitado de apoyos y previa evaluación de la situación de la relación paternofilial.

	 No procederá en ningún caso el establecimiento de un régimen de visitas respecto del progenitor 
en situación de prisión, provisional o por sentencia firme, acordada en procedimiento penal por 
los delitos previstos en el párrafo anterior”.

3.20	 Instar al Gobierno de España y a las instituciones europeas para que, de mane-
ra urgente, inicien las actuaciones necesarias conducentes a la modificación del  
Convenio de la Haya de 1980, al objeto de que el mismo contemple, de manera expresa, 
los casos de violencia de género como causa de exclusión a la restitución inmediata del 
menor, no aplicándose a los mismos, en consecuencia, el principio “solve et repete”. La 
duda, debe favorecer siempre a las niñas y los niños.

3.21	 Reclamar con carácter urgente la elaboración, a nivel europeo, de una regula-
ción específica para los supuestos de sustracción internacional de menores en los 
que hayan existido denuncias por violencia de género o cualquier tipo de violencia

		  contra las niñas, niños y adolescentes, adaptado a los principios y normas que 
		  establecen los tratados internacionales sobre derechos de los/as menores y sobre 
		  violencia de género. Partimos de la premisa de que “un padre violento, jamás puede ser 
		  un buen padre”
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3.22	 Desarrollar reglamentariamente el art. 32 de la LO 1/2004, de Medidas de Protec-
ción Integral contra la Violencia de Género, al objeto de profundizar en la concreción 
de los mecanismos de coordinación institucional existentes y, en particular, para  
regular la implantación, en todo el territorio nacional, de Comisiones Locales de 
Coordinación en materia de Violencia de Género, imprescindibles para que las  
mujeres y sus hijos e hijas víctimas puedan recibir una respuesta unánime y sin  
contradicción desde todos los ámbitos, evitando la desorientación y la doble  
victimización.

		  Dicha coordinación habrá de incluir a los juzgados, servicios especializados en  
violencia de género, servicios sociales, equipos de evaluación psicosocial y forense, 
centros educativos, centro de salud, así como cualquier otro personal técnico  
implicado en la materia.

3.23	 Suspender la utilización de la figura del “coordinador de parentalidad” (impuesta por 
algunos tribunales en la ejecución de sentencia) y remover a dichos coordinadores/as 
al no existir regulación legal de dicha figura, la cual:

		 a. Se impone obviándose que el derecho a mantener relaciones personales y  
contactos directos con sus progenitores se trata de un derecho de los hijos e hijas, 
que no de una obligación.

	 	b. Puede infringir el derecho de tutela judicial efectiva, al establecerse obligatoria-
mente y dotarla de facultades jurisdiccionales, obligando a las ciudadanas y ciuda-
danos al abono de unos honorarios no previstos en la ley.

		 c. No está dotada de seguridad jurídica, puesto que, a quiénes la desarrollan, no se 
les exige titulación concreta; cada tribunal le atribuye distintas facultades.

	 	d. Se les dota por el tribunal de poderes que van incluso más allá que los propios po-
deres del juez (reuniones con familia extensa, escuela, psicólogos/as), sin límites 
definidos.

	 	e. Puede infringir la normativa sobre protección de datos (llamada en el último 
Reglamento, transferencia), objeto de tratamiento por el responsable de datos 
del tribunal, sin consentimiento y sin que dicha cesión/transferencia de datos de 
niñas/os a terceros esté prevista de forma expresa (a terceros que no son parte 
en el procedimiento y sin regulación legal en la jurisdicción procesal), así como la 
“autorización”, sin base legal, de la intromisión en información reservada de da-
tos sanitarios, escolares, familiares, etc. A ello hay que sumar que, el  derecho del 
coordinador de parentalidad al examen de datos, incluye algunos que  van más allá 
de los que constan en el expediente judicial, refiriéndose a otros que, ni siquiera, 
están al alcance del tribunal.
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	 4. RECURSOS Y SERVICIOS 
		         PARA LA PREVENCIÓN, PROTECCIÓN 
		         Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS

		

 4.1	 Diseño y puesta en marcha de un Plan Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 
Vicaria. Dicho Plan habrá de contener muchas de las medidas que se expresan a conti-
nuación, las cuales, dada su importancia, exponemos de forma individualizada. 

4.2	 En los casos ya juzgados en los que se haya aplicado SAP (o similares), y como conse-
cuencia de ello se haya cambiado la custodia de niños y niñas, junto a la aplicación de 
un procedimiento ágil para una revisión inmediata de la custodia (mediante un proce-
so urgente de modificación de medidas), se establecerán mecanismos legales de repa-
ración que incluyan:

	 • Tratamiento psicológico tanto para las madres como para los niños, niñas 
	    y adolescentes.

	 • El reembolso de los gastos incurridos, incluidos los de defensa.

“1. Las Partes tomarán las medidas legislativas u otras necesarias 
para que las víctimas tengan acceso a servicios que faciliten su 

restablecimiento. Estas medidas deberían incluir, en caso necesario, 
 servicios como el asesoramiento jurídico y psicológico, la asistencia 
 financiera, los servicios de alojamiento, la educación, la formación 

 y la asistencia en materia de búsqueda de empleo.

2. Las Partes tomarán las medidas legislativas u otras necesarias 
para que las víctimas tengan acceso a servicios de salud y servicios 

 sociales, que los servicios dispongan de recursos adecuados y 
que los profesionales estén formados para prestar asistencia a las 

víctimas y orientarlas hacia servicios adecuados”.

Art. 20  Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
la mujer y la violencia doméstica (Estambul, 2011).

MEDIDAS
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4.3	 Dada la intensidad del sufrimiento y la grave violación de derechos fundamentales que 
la aplicación del SAP (o figuras similares) provoca para las madres y sus hijos e hijas, 
establecer en el Consejo General del Poder Judicial un procedimiento urgente que le 
permita, en los supuestos en los que se aplique dicho SAP, recibir denuncias sin tener 
que esperar a agotar todas las vías jurisdiccionales.

4.4	 Incluir a los hijos e hijas en el título habilitante de víctima de violencia de género  
(de forma expresa), a los efectos de facilitar su acceso a todos los derechos, recursos y 
servicios incluidos en la normativa vigente.

4.5	 Garantizar, a través de los mecanismos de control y evaluación pertinentes, la aplica-
ción de las Directrices aprobadas por el Consejo de Europa (2010) sobre una Justicia 
adaptada a la Infancia, dotando partidas presupuestarias adecuadas para poder ha-
cerlas realidad y, en particular, garantizando que todas y todos los profesionales impli-
cados, cuenten con una formación adecuada en perspectiva de género, de infancia y  
de derechos humanos.

4.6	 Ampliar los servicios públicos especializados en violencia de género, dotándolos 
de los recursos humanos y materiales que permitan el “acompañamiento”, apoyo  
y asesoramiento necesario a las víctimas de la violencia de género institucional.

	 En conexión con lo anterior, crear servicios de atención social y psicológica espe-
cializada, con un enfoque de género y de derechos de la infancia, que permitan  
establecer mecanismos de detección y respuesta rápida y adecuada ante los casos de 
violencia vicaria y violencia de género institucional, adaptándose a las peculiaridades 
de esta realidad, dado que las víctimas no pueden esperar los tiempos de la justicia,  
y que el impacto de dichas violencias las hace enfermar y perder recursos sociales,  
personales y económicos.

4.7	 A su vez, mejorar la detección y asistencia a las víctimas de violencia de género, en el 
ámbito sanitario, y en concreto:

		  • Protocolizar la previsión contenida en el art. 24, apartado 2 de la LO 1/2004, de 	
	 Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. “En el caso de vícti	
	 mas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos 	
	 sanitarios oficiales de comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial”.

		  • Crear la figura que vele por el cumplimiento de los derechos de las niñas y los 	
	 niños (Defensor/a de las niños-niñas y adolescentes) en cada centro de Salud y se 	
	 extienda a los Servicios Sociales

	 	 • Garantizar la atención médica y en salud mental personalizada y especializada con 
 	 profesionales que sepan identificar el riesgo de violencia sexual y de violencia vicaria.
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   		  • Creación de un Plan de Formación especializada, cualificada Y obligatoria para 	
	 todos los operadores/as de los sistemas de salud impartida por especialistas y 	
	 con evaluación del desempeño y condicionada, de tal manera que, si no se aprue	
	 ban los estándares establecidos en la formación, los y las profesionales implicadas 
	 no puedas trabajar en el ámbito sanitario con niños niñas y adolescentes.

4.8	 Incluir, en el catálogo de prestaciones cubiertas por el derecho a la asistencia  
jurídica gratuita, prestaciones especiales (tanto en términos materiales como de pro-
fesionales implicados/as) para supuestos de especial complejidad en violencia de géne-
ro y violencia sexual infantil: sustracción internacional, violencia institucional, …

4.9	 Rediseñar, desde la “cultura de la protección”, los Puntos de Encuentro Familiar, que se 
han convertido en lugares hostiles para muchos niños y niñas. Esto implica: 

		  • Garantizar que las entidades gestoras y sus profesionales tengan formación es-	
	 pecializada en perspectiva de género, infancia, interseccional, trauma, enfoque 	
	 de derechos humanos, violencia de género, violencias sexuales y violencia sexual 	
	 en el ámbito familiar.

		  • Garantizar que estas entidades gestoras y sus profesionales no defiendan un 	
	 abordaje de la violencia de género y de la violencia sexual en base al constructo 	
	 SAP.

		  • Garantizar la transparencia en la adjudicación y gestión de los centros, así como
		   establecer mecanismos de control, evaluación, rendición de cuentas anualmente,
		   así como los mecanismos de sanción en caso de incumplimiento.

		  • Delimitar las funciones, protocolos, funcionamiento, ámbitos de competencia, 	
	 elaboración de informes, prácticas de buen trato, respeto y escucha a los niños y 	
	 niñas de manera común a todos los Puntos de Encuentro Familiar.

		  • Implementar registros estadísticos de los casos objeto de intervención (donde se 
 	 detalle la especificidad de las casuísticas abordadas, el tipo de intervención que 	
	 se realiza, los sujetos con los que se lleva a cabo dicha intervención, y otros datos 	
	 que resulten pertinentes para dar garantías de no revictimización) y publicar 

		  informes públicos anuales sobre el registro de estos datos.
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4.10	 Establecer la obligatoriedad de que las personas que entrevisten a las niñas, niños  
y adolescentes, se identifiquen ante él o ella, explicándoles con detenimiento  
cómo va a ser el proceso y lo que se va a hacer, respetando estrictamente el tiempo 
de esa criatura a la que van a entrevistar, en un ambiente adaptado físicamente y con 
una vestimenta también adaptada a la ocasión (sin togas); debiendo ser videograba-
da toda entrevista con un/a menor de edad, para permitir asegurar el estricto cumpli-
miento de sus derechos.

4.11	 Crear mecanismos y procedimientos adecuados para la interlocución de las víc-
timas de violencia de género institucional con las Administraciones competen-
tes, a los efectos de conocer sus demandas y favorecer una mejor respuesta a sus 
necesidades. A tales efectos protocolizar, en cada institución, el contenido y al-
cance de la DILIGENCIA DEBIDA, a la vez que las consecuencias y efectos de su no  
cumplimiento, por parte de los/as agentes intervinientes.

4.12	 Garantizar a las víctimas de violencia de género institucional, mediante procedi- 
mientos ágiles y preferentes, su derecho a obtener una REPARACIÓN INTEGRAL 
(en el plano simbólico, judicial, social, asistencial y económico), con perspectiva de 
género y de infancia, que incluya: RESTITUCIÓN, INDEMNIZACIÓN, REHABILITACIÓN 
y SATISFACCIÓN.
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  DECLARACIÓN DE MÉRIDA_2022  

I ENCUENTRO ESTATAL  
VIOLENCIA VICARIA Y VIOLENCIA DE GÉNERO 
INSTITUCIONAL EN ESPAÑA 

Reunidas, los días 20 y 21 de mayo de 2022, más de 250 personas en la ciudad de Mérida, entre  
profesionales y representantes de muy diversas instituciones, territorios, ámbitos y disciplinas 
científicas, plataformas de apoyo y madres víctimas, en el I Encuentro Estatal sobre Violencia 
Vicaria y Violencia de Género Institucional, hacemos expreso un consenso generalizado so-
bre la existencia en nuestro país de una grave vulneración de los derechos humanos de muchas 
mujeres y sus criaturas,mediante el uso ilegal de figuras sin aval científico como el denominado 
Síndrome de Alienación Parental (o figuras similares), que potencian la violencia vicaria y son 
una clara manifestación deviolencia de género institucional.

Ante tan intolerable realidad, que supone una alarmante quiebra de nuestro Estado de Derecho,

RECONOCEMOS, que si bien hemos tenido grandes avances en el camino hacia la igualdad en-
tre mujeres y hombres, no existe una adecuada correspondencia entre las conquistas legales al-
canzadas y la realidad cotidiana, persistiendo en muchos operadores del sistema judicial, de los 
serviciossociales,equipos psicosociales y otros profesionales, marcos referenciales e interpreta-
tivos plagados de prejuicios sexistas, generadores de discriminación y, en demasiadas ocasiones, 
de sufrimiento inmenso y vidas destrozadas de mujeres, sus hijos e hijas.

ESTAMOS DECIDIDAS Y DECIDIDOS a no mirar para otro lado, y a no soportar los crueles re-
sultados que (bien por falta de formación para dar cumplimiento a nuestro actual marco nor-
mativo, o peor aún, por un rechazo más o menos explícito a dicho marco normativo), se vienen 
produciendo por la actuación de agentes públicos o de entidades colaboradoras, que denigran a 
las instituciones y socaban las bases de nuestro Estado Democrático y de Derecho.

Por todo ello,

NOS COMPROMETEMOS a sumar esfuerzos y a hacer una acción coordinada y sostenida en el 
tiempo que, teniendo como punto de arranque la propuesta (“abierta) de la Hoja de Ruta que 
hoy aquí presentamos, se dirigida a todas aquellas entidades y organizaciones, tanto nacionales 
como internacionales, con capacidad para generar lo cambios necesarios que garanticen la pre-
vención, protección y reparación integral a las madres y sus hijos e hijas, con perspectiva de género 
y de infancia.

		  Mérida, 21 de mayo de 2022
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  DECLARACIÓN DE GRANADA_2023  

II ENCUENTRO ESTATAL  
VIOLENCIA VICARIA Y VIOLENCIA DE GÉNERO 
INSTITUCIONAL EN ESPAÑA 

Reunidas en la ciudad de Maracena (Granada), el día 25 de marzo de 2023, más de 350 personas 
participantes en el II Encuentro Estatal sobre Violencia Vicaria y Violencia de Género Institu-
cional en España, entre las que destacan profesionales y representantes de muy diversas insti-
tuciones, territorios, sectores y disciplinas científicas, plataformas de apoyo y madres víctimas, 
hacemos expresa nuestra firme voluntad de seguir trabajando para que todos y cada uno de los 
procedimientos,recursos y servicios previstos por las Administraciones Públicas competentes, 
garanticen la Diligencia Debida en la atención a las víctimas de todas las formas de violencia 
machista y, en particular, por la devastación que supone para las madres y sus hijas e hijos, a las 
víctimas de la violencia vicaria y del uso ilegal de figuras sin aval científico como el denominado 
Síndrome de Alienación Parental (o figuras similares), que potencian dicha violencia y son una 
clara manifestación de violencia de género institucional.

En este sentido, es importante recordar la obligación prevista en el Convenio del Consejo de  
Europasobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica 
(Estambul, 2011),cuyo art. 5.1, establece:

“Las Partes se abstendrán de cometer cualquier acto de violencia contra las mujeres y se asegurarán de que 
las autoridades, los funcionarios, los agentes y las instituciones estatales, así como los demás actores que 
actúan en nombre del Estado se comporten de acuerdo con esta obligación”.

Teniendo en cuenta lo expresado, y con el ánimo de profundizar en el buen funcionamiento de  
nuestro Estado de Derecho,

RECONOCEMOS que, si bien hemos tenido avances importantes en esta materia, la realidad 
cotidiana, avalada por los informes de Naciones Unidas y los resultados de las investigaciones 
recientes, nos muestran que aún queda un largo camino por recorrer, dada la persistencia en 
muchos operadores del sistema judicial, de los servicios sociales, equipos psicosociales y otros 
profesionales, de marcos interpretativos plagados de prejuicios sexistas, generadores de discri-
minación y, en demasiadas ocasiones, de sufrimiento inmenso y vidas destrozadas de mujeres, 
sus hijas e hijos.

ESTAMOS DECIDIDAS Y DECIDIDOS, tal y como ya expresamos en el I Encuentro Estatal cele-
brado en Mérida en mayo de 2022, a no mirar para otro lado, y a hacer todo lo posible para impedir 
los crueles resultados que (bien por falta de formación para dar cumplimiento a nuestro actual 
marco normativo, o peor aún, por un rechazo más o menos explícito a dicho marco normativo), 
se vienen produciendo por la actuación de agentes públicos o de entidades colaboradoras, que 
denigran a las instituciones y socavan las bases de nuestro Estado Democrático y de Derecho.

Por todo ello,

NOS COMPROMETEMOS a continuar sumando esfuerzos y a mantener una acción coordinada 
y sostenida en el tiempo, que aglutine cada vez más voluntades y permita alcanzar los cambios 
jurídicos y sociales necesarios para hacer realidad las medidas prevista en la Hoja de Ruta vali-
dada en Mérida, y reforzada hoy en Maracena (Granada), cuyo fin último es garantizar la pre-
vención, protección y reparación integral a las madres y sus hijas e hijos, desde un estándar de 
derechos humanos, con perspectiva de género y de infancia.

		  Maracena, 25 de marzo de 2023
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  DECLARACIÓN DE BARCELONA_2024  

III ENCUENTRO ESTATAL  
VIOLENCIA VICARIA Y VIOLENCIA DE GÉNERO 
INSTITUCIONAL EN ESPAÑA 

En la ciudad de Barcelona, el día 23 de marzo de 2024, en el III Encuentro Estatal sobre Violencia 
Vicaria y Violencia de Género Institucional, profesionales y representantes de muy diversas ins-
tituciones, territorios, sectores y disciplinas científicas, plataformas de apoyo y madres víctimas:

1. CONSIDERAMOS que, pese a los innegables avances en nuestro sistema jurídico en materia de 
violencia de Género, sigue existiendo una gran brecha entre el texto de la ley y su aplicación prác-
tica; viéndose ello especialmente agudizado en el caso de las madres y sus hijos e hijas víctimas 
de violencia vicaria y violencia de género institucional. La gravedad del problema hace urgente la 
necesidad de adoptar cambios profundos en el funcionamiento de los sistemas de protección a 
las víctimas de estas manifestaciones de violencia machista.

2. Mostramos nuestro RECONOCIMIENTO a todas y todos aquellos profesionales y personas 
activistas que, aplicando el obligado enfoque de género, de infancia y de derechos humanos, tra-
bajan sin descanso para erradicar, lo antes posible, las estructuras y marcos interpretativos se-
xistas, así como el uso de figuras prohibidas y sin aval científico, como el denominado Síndrome 
de Alienación Parental (o similares), que potencian la violencia vicaria y son una clara manifesta-
ción de violencia de género institucional.

3. Reiteramos nuestra firme DECISIÓN, tal y como hicimos en el Encuentro Estatal de Mérida 
(2022) y en el de Maracena (Granada, 2023), de no mirar hacia otro lado, y de hacer todo lo que está 
en nuestras manos para que, en cada uno de los procedimientos, recursos y servicios previstos 
por las Administraciones Públicas competentes, se garantice la DILIGENCIA DEBIDA, impidiendo 
así los crueles resultados que, bien por falta de formación para dar cumplimiento a nuestro actual 
marco normativo, o peor aún, por un rechazo más o menos explícito a dicho marco normativo, 
se vienen produciendo por la actuación de agentes públicos o de entidades colaboradoras, que 
denigran a las instituciones y socavan las bases de nuestro Estado Democrático y de Derecho.

4. REAFIRMAMOS la necesidad de seguir realizando este tipo de Encuentros Estatales VVVI, en 
cuyo marco, y tras un proceso de investigación, análisis, consulta y consenso, se ha formulado 
la HOJA DE RUTA ESTATAL para la Erradicación de la Violencia Vicaria y la Violencia de Género 
Institucional (cuyo documento se adjunta).

Por todo ello,

NOS COMPROMETEMOS a seguir sumando esfuerzos y a mantener una acción coordinada y 
sostenida en el tiempo, en interlocución con las instituciones implicadas en esta materia, que 
de impulso, tanto a un Plan Estratégico a nivel Estatal como, en el marco de sus respectivas 
competencias, a acciones de ámbito autonómico y local, posibilitando así los cambios jurí-
dicos y sociales necesarios para hacer realidad las medidas prevista en la Hoja de Ruta VVVI 
-nacida en el primer Encuentro, y reforzada hoy en Barcelona-, cuyo fin último es garantizar la  
PREVENCIÓN, PROTECCIÓN Y REPARACIÓN integral a las madres y sus hijas e hijos, desde un 
estándar de derechos humanos, con perspectiva de género y de infancia.

		  Barcelona, 23 de marzo de 2024
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asociación internacional
para la erradicación de la

violencia de género
institucional

Financiado con cargo a los créditos recibidos del MINISTERIO DE IGUALDAD, 
SECRETARÍA DE ESTADO DE IGUALDAD Y PARA LA ERRADICACIÓN 

DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES


